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FALLO

SENTENCIA

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

Pleno. Sentencia 38/1997, de27 de febrero
de 1997. Cuestión de inconstitucionalidad
núm. 88/1992. En relación con determinados
artícqlos de la Ley 20/1989, de 28 de julio,
de adaptación del Impuesto sobre la Renta
de las Personas Físicas y de/Impuesto Extraor­
dinario sobre el Patrimonio de las Personas
Físicas.

6816

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por
don Alvaro Rodríguez Bereijo. Presidente; don José
Gabaldón López. don Fernando García-Mon y Gonzá­
lez-Regueral, don Rafael de Mendizábal Allende. don
Julio Diego González Campos. don Pedro Cruz VillaIón,
don Caries Viver Pi-Sunyer. don Enrique Ruiz Vadillo. don
Manuel Jiménez de Parga y Cabrera. don Tomás S. Vives
Antón y don Pablo García Manzano. Magistrados. ha
pronunciado .

En atención a todo lo expuesto. el Tribunal Cons­
titucional,. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA

Ha decidido

Declarar que corresponde al Estado la titularidad
de la competencia controvertida en relación con los
arts. 1 y 2.2 y la Disposición adicional del Real Decre­
to 1369/1987.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estadoll.

Dada en Madrid. a veintisiete de febrero de mil nove­
cientos noventa y siete.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José
Gabaldón López.-Fernando García-Mon y González-Re­
gueral.-Julio Diego González Campos.-Pedro Cruz Villa­
lón.-Carles Viver Pi-Sunyer.-Enrique Ruiz Vadillo.-Ma­
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.-Tomás S. Vives
Antón.-Pablo García Manzano.-Rubricados.

En la cuestión de inconstitucionalidad núm. 88/92.
planteada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Valen­
ciana en relación con los arts. 15.3. 17 y 19 de la Ley
20/1989. de 28 de julio, de Adaptación del Impuesto
sobre la Renta de las Personas Físicas y del Impuesto
Extraordinario sobre el Patrimonio de las Personas Físi­
cas. por supuesta vulneración de los arts. 9.3 y 25 de
la Constitució!1. Han intervenido en el procedimiento el
Abogado del Estado y el Fiscal General del Estado. Ha
sido Ponente el Magistrado don José Gabaldón López.
quien expresa el parecer del Tribunal.

1. Antecedentes

1. El día 15 de enero de 1992 tuvo entrada en
el Registro General de este Tribunal la cuestión de incons­
titucionalidad núm. 88/92. elevada por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Jus­
ticia de la Comunidad Valenciana en relación con los
arts. 15.3. 17 y 19 de la Ley 20/1989. de 28 de julio.
de Adaptación del Impuesto sobre la Renta de las Per­
sonas Físicas y del Impuesto Extraordinario sobre el Patri-

ha diseñado ese Sistema no en clave de coordinación
de una pluralidad de sistemas territoriales. sino como
un sistema «cuyo ámbito geográfico (...) se extiende a
todo el territorio del Estadoll (art. 1.1). El Gobierno podía.
en hipótesis. haber optado por un modelo nacional en
el que se articularan varios sistemas territoriales; en este
supuesto. la participación autonómica en su administra­
ción y gestión hubiera sido inevitable. Sin embargo, la
opción del Gobierno por tal sistema también puede sin
dificultad considerarse básica. ya que. en realidad. las
finalidades perseguidas al establecerlo - ofrecer un mar~
co único y global de compensación para reducir costes,
tiempo e inseguridad en las compensaciones- difícil­
mente cabe pensar que pudieran obtenerse con un
modelo de coordinación de sistemas territoriales par­
ciales.

7. Respecto a la alegación de que. a tenor de la
Disposición adicional, las Cámaras de Compensación
existentes. oficiales y privadas. no podrán compensar
electrótlicamente los documentos. medios de pago o
transmisiones de fondos para cuya compensación exis­
tan normas del Sistema Nacional, debe afirmarse que.
aunque ciertamente esto es lo establecido en este pre­
cepto. ninguna tacha de inconstitucionalidad puede efec­
tuársele ya que. como afirma el Abogado del Estado.
con esta previsión se pretende garantizar que el Sistema
Nacional funcione como un verdadero sistema que aspira
a comprender la totalidad de las operaciones que hayan
de integrarlo. evitando interferencias y duplicidades.
Cabe. pues, encuadrar este segundo inciso de la Dis­
posición adicional entre las bases de la ordenación de
la banca.

8. Finalmente. en cuanto a las autorizaciones que
en el último inciso de la mencionada Disposición adi­
cional se atribuyen al Banco de España debe concluirse:
Primero. que. en relación con la relativa a la modificación
del presente ámbito de actuación de las Cámaras. se
trata de un acto discrecional cuya atribución al Banco
de España resulta básica puesto que con esta actividad.
en última instancia. se pretende garantizar el correcto
funcionamiento de estos sistemas de compensación y
liquidación y éstas son funciones típicas e irrenunciables
del Banco de España en tanto que supervisor y garante
del sistema de pagos.

Respecto a la autorización de los Convenios entre·
entidades. lo primero que debe tenerse presente es que
el alcance de la autorización atribuida al Banco de España
ha sido precisado por la norma novena, 2 del Reglamento
del Sistema Nacional de Compensación Electrónica al
establecer que «El Banco de España. una vez oído el
correspondiente informe de la Comisión. concederá esta
autorización, salvo que la iniciativa o innovación pro­
puesta genere obligaciones. respecto de operaciones ya
incluidas en el Sistema Nacional, al resto de entidades
miembros de éstell.

A la vista de esta configuración legal no cabe duda
que la referida autorización es una activida<l reglada de
ejecución en materia de ordenación del crédito y la ban­
ca. Sin embargo. a pesar de este carácter ejecutivo y
reglado no puede negársele el carácter básico puesto
que su función no es otra que la de garantizar la inte­
gridad del Sistema Nacional evitando interferencias. deri­
vadas de la eventual creación de obligaciones al resto
de entidades miembros del mismo respecto de opera­
ciones ya incluidas en el Sistema Nacional, que podrían
poner en peligro las funciones básicas que este Sistema
Nacional lleva a cabo en orden a asegurar el eficaz fun­
cionamiento del sistema de pagos en su conjunto cuya
tutela es una de las funciones fundamentales del Banco
de España [arts. 7.3 b) y 16 de la Ley 13/1994 de
Autonomía del Banco de España].
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monio de las Personas Físicas, por supuesta vulneración
de lo dispuesto en los arts. 9.3 y 25 C.E.

2. La cuestión encuentra su origen en el recurso
contencioso-administrativo interpuesto por la represen­
tación de un ciudadano contra tres actas de la Inspección
de los Tributos de la Delegación de Hacienda de Cas­
tellón, así como contra las liquidaciones contenidas en
dichas actas.

Estas se refieren a los ejercicios tributarios de 1986.
1987 Y 1988 y. en relación con ellos. con las decla­
raciones relativas al Impuesto sobre la Renta de las Per­
sonas Físicas realizadas por el recurrente y su esposa.
En las actas se constata. a juicio de la Administración
Tributaria, la existencia de infracciones tributarias. de
resultas de lo cual se practican las oportunas liquida­
ciones y se imponen las sanciones correspondientes.

Quien luego fuera recurrente prestó su conformidad
con las actas y expresó su opción por la declaración
conjunta.

3. Con fecha 16 de mayo de 1991. la represen­
tación del ciudadano objeto de la inspección tributaria
interpuso, como se ha dicho. recurso contencioso-ad­
ministrativo contra las referidas actas ylas liquidaciones
de ellas resultantes, recurso que se tramitó por el pro­
cedimiento previsto en la Ley 62/1978, de Protección
Jurisdiccional de los Derechos Fundamentales de la
Persona.

Con fecha 23 de mayo de 1991 la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia
de la Comunidad Valenciana tuvo por presentado e inter­
puesto el recurso, que fue formalizado por el demandante
el 17 de junio del mismo año. La demanda se basaba
en que solamente el recurrente había sido citado por
la Inspección de la Delegación de Hacienda. y sólo él
suscribió las actas, de tal suerte que ninguna interven­
ción tuvo su cónyuge. Se suscitan, además, diversas ale­
gaciones depura legalidad sobre la liquidación de los
intereses de demora y. por último. se aduce que la san­
ción impuesta adolece de inconstitucionalidad por care­
cer de tipificación legal. En resumen. según el deman­
dante. las actas infringen los arts. 14 a 29 de la C.E.
Ello derivaría. por una parte, de que la cónyuge del
recurrente no fue citada y. por consiguiente, no pudo
prestar su consentimiento respecto de las actas que son.
por tanto. nulas. Por otro lado. la STC 45/1989 produjo
un vacío normativo que impide imponer sanciones y liqui­
dar intereses de demora por los ejercicios de 1986 Y
1987. Se pedía por todo ello, en definitiva, la declaración
de nulidad de las actas.

4. Se dio traslado de la demanda al Ministerio Fiscal
y al Abogado del Estado, que solicitaron su desestima­
ción y. tras declararse conclusos los autos y señalarse
día para la votación, la Sala dictó Auto, con fecha 18
de septiembre de 1991, en el que se resolvía oír a las
partes y al Ministerio Fiscal para que alegasen lo que
estimasen conveniente sobre la pertinencia de plantear
la cuestión de inconstitucionalidad respecto de los
arts. 15.3. 17 y 19 de la Ley 20/1989. en cuanto pudie­
ran oponerse a los arts. 9.3 y 25 de la C.E. En dicho
Auto se fundamentaba la presunta contradicción de los
preceptos legales aludidos respecto de los constitucio­
nales también citados en que aquéllos suponen una apli­
cación retroactiva de normas sancionadoras.

El Ministerio Fiscal presentó alegaciones en las que,
en definitiva, decía que. en relación con los mismos pre­
ceptos cuestionados. se había presentado el recurso de
inconstitucionalidad núm. 171/89. por lo que procedía
suspender las actuaciones hasta tanto el Tribunal Cons­
titucional se pronunciase sobre el fondo del asunto.

El Abogado del Estado, por su parte, también presentó
alegaciones. En ellas señala que el recurrente manifestó
su conformidad con las actas. Además. apuntaba, que
los preceptos controvertidos no inciden en el aspecto
sancionador. sino que sólo afectan a aspectos concretos
-la declaración individual o conjunta de la declaración
tributaria-, negándose, por consiguiente, la existencia
de retroactividad alguna. En suma, solicita que se dicte
resolución por la que se declare la improcedencia de
plantear la cuestión de inconstitucionalidad.

Por último, el actor también presentó alegaciones.
en las que alude, de nuevo, al vacío legislativo que se
produjo como consecuencia de la STC 45/1989 de este
Tribunal. por lo que se muestra favorable al planteamien­
to de la cuestión de inconstitucionalidad.

5. La Sala, en definitiva, dictó Auto. con fecha 28
de noviembre de 1991, en el que acordaba elevar a
este Tribunal la cuestión de inconstitucionalidad.

Tras una exposición de los antecedentes de hecho.
el Auto señala que la cuestión de fondo consiste en
determinar si la aplicación retroactiva al recurrente de
la Ley 20/1989 es conforme con el art. 25 de la Cons­
titución en cuanto consagra el principio detipicidad, al
señalar que nadie puede ser sancionado por acciones
u omisiones que no constituyan infracción administrativa
en el momento de cometerse.

Para ello. el Auto parte del alcance retroactivo de
la STC 45/1989, de indudable aplicación según dice
a este supuesto. Se citan, a estos efectos, los funda­
mentos jurídicos de la reseñada Sentencia, y de ello deri­
va varias consecuencias: En primer lugar. la Sentencia
produce la inexistencia del régimen legal aplicable a quie­
nes estaban incardinados en los supuestos de los pre­
ceptos declarados inconstitucionales, en particular a
quienes venían obligados a efectuar la declaración con­
junta; en segundo lugar, la referencia de la Sentencia
a que el impuesto no puede ser liquidado ni exigido
en 1988 no supone que puedan liquidarse antes de la
Ley sustitutoria los ejercicios anteriores; en tercer lugar,
la Sentencia no predetermina la retroactividad o irre­
troactividad de la Ley sustitutoria. Según la Sala cues­
tionante, de todo ello se deduce la constitucionalidad
de las normas retroactivas siempre que no conculquen
los derechos fundamentales o protectores de la persona;
pero, además, apunta el Auto, la irretroactividad ha de
conectarse con la arbitrariedad para enjuiciar la cons­
titucionalidad.

Se citan a continuación diversos párrafos de distintas
Sentencias de este Tribunal y, en resumen. se concluye
que el arto 15.3 de la Ley 20/1989 es claro en cuanto
a su voluntad de mantener las sanciones para los perío­
dos anteriores a su entrada en vigor. Igual sucede con
el arto 17 de la misma norma, así como con su art. 19.
Sin embargo, en materia de Derecho sancionador son
de aplicación los principios básicos del Derecho Penal
por tratarse de manifestaciones de la misma potestad;
y uno de esos principios básicos es la irretroactividad
absoluta de las normas, salvo que resulten más favo­
rables.

De todo ello se deduce que la STC 45/1989 produce
«una laguna legal» que impide practicar la liquidación
por el impuesto al declarar inconstitucionales determi­
nados preceptos del Impuesto sobre la Renta. Afirma
el Auto que queda claro para todos. incluso para la Admi­
nistración que ordenó suspender la gestión de las liqui­
daciones. que durante el vacío normativo no se podía
sancionar a nadie puesto que no se podía liquidar. La
consecuencia es que si se aplica retroactivamente el
nuevo sistema se vulnera el principio de irretroactividad
en materia sancionadora, máxime si se considera que
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la situación de los recurrentes. antes obligados a declarar
conjuntamente. resultaría o no sancionable por la apli­
cación retroactiva de la nueva Ley en razón del contenido
de ésta.

Se realizan a continuación algunas apreciaciones
sobre la actuación del legislador y se concluye que los
recurrentes estaban obligados a contribuir por una Ley
declarada nula por inconstitucional. declaración que pro­
dujo un vacío legal que impide la liquidación del impuesto
y. por ello. la sanción. que deriva de una nueva Ley
que se les aplica retroactivamente. Además. aun cuando
se argumente que las infracciones y sanciones no han
sido alteradas. tal cosa sería admisible. aun cuando dis­
cutible. en determinados supuestos de infracciones for­
males. pero no en aquellos casos en los que la infracción
consiste en la fijación de un tipo en blanco que remite
a preceptos legales que son imprescindibles para la con­
figuración del tipo y han sido declarados inconstitu­
cionales.

Por todo ello. la Sala acordó elevar a este Tribunal
cuestión de inconstitucionalidad acerca de los arts. 15.3.
17 y 19 de la Ley 20/1989. en cuanto pudieran vulnerar
los arts. 9.3 y 25 de la C.E.

6. La Sección Cuarta de este Tribunal acordó. con
fecha 10 de febrero de 1992. admitir a trámite la cues­
tión de inconstitucionalidad y dar traslado de las actua­
ciones al Congreso de los Diputados. al Senado. al
Gobierno y al Fiscal General del Estado. así como publicar
la incoación de la cuestión en el «Boletín Oficial del Esta­
do». Con la misma fecha se verificaron los traslados
acordados.

7. El Fiscal General del Estado formuló alegaciones.
En ellas. y tras reseñar los antecedentes. se comienza
realizando diversas consideraciones respecto del cum­
plimiento de los requisitos de admisibilidad de la cuestión
de inconstitucionalidad. en particular en lo referido a
la obligación. que el art. 35.2 LOTC impone al órgano
judicial promotor de la cuestión. de especificar y justificar
en qué medida la decisión del proceso depende de la
validez de la norma en cuestión. requisito que. aduce
el Fiscal General del Estado. es imprescindible para situar
la cuestión dentro de la finalidad que le es propia.

Se colacionan. a este respecto. diversas resoluciones
de este Tribunal. como el ATC 664/1985. en el que
se señalaba que es necesario que de la validez de la
norma dependa la resolución que haya de dictarse. por
lo que es exigible que el órgano promotor de la cuestión
especifique y justifique en que medida la decisión del
proceso depende de la yalidez de la norma cuestionada,
añadiéndose que. a falta de tal especificación. no le es
posible al Tribunal Constitucional. sin exceder sus com­
petencias. verificar si se cumplen los requisitos estable­
cidos en los arts. 163 C.E. y 35.2 LOTC.

En opinión del Fiscal General del Estado. el Auto por
el que se eleva la cuestión no explica en ningún momen­
to, ni siquiera mínimamente, que las normas de cuya
constitucionalidad se duda sean determinantes para el
fallo del proceso subyacente. Los preceptos cuestiona­
dos no son mencionados ni en los actos administrativos
recurridos ni en la demanda contra ellos interpuesta.
y no corresponde que se proceda ahora a declarar. ante
la omisión de la especificación exigible. y sustituyendo
lo que se debió hacer. que la aplicación de los preceptos
cuestionados sea ineludible. Además, si se abordara esta
tarea sería imposible encontrar una relación directa y
lógica entre los que ha de enjuiciarse y los arts. 17 y .
19 cuestionados. Por su parte. el arto 15.3 no contiene
más que instrucciones sobre la práctica de liquidaciones
complementarias. En todo caso. correspondía a la Sala
haber justificado la dependencia del fallo que se le pedía
respecto de los preceptos cuestionados. Por consiguien-

te. la cuestión que nos ocupa no observa los requisitos
formales exigidos en el arto 35.1 LOTC. por lo que pro­
cede decretar su inadmisión. Nada impide que tal inad­
misión se acuerde ahora puesto que. según el reiterado
criterio de este Tribunal. cabe apreciar en Sentencia con
sentido desestimatorio la ausencia de los requisitos pro­
cesales (STC 6/1991).

Subsidiariamente. y aun a los efectos de que. de ser
desestimada la cuestión por incumplimiento de los requi­
sitos formales. la Sala la reprodujese salvando las omi­
siones en que ahora se incurre. algo de lo que hay pre­
cedentes. el Fiscal General del Estado se adentra en
el fondo del asunto.

A este fin. comienza señalando que si el precepto
constitucional que se reputa infringido es el atinente a
la legalidad sancionadora. la presunta inconstituciona­
lidad quedará circunscrita a aquello que suponga san­
ción. Por tanto. la liquidac.ión y los intereses de demora.
que no son constitutivos de sanción. resultan intacha­
bles. Además. la retroactividad de las normas fiscales
no se encuentra prohibida por el art. 9.3 C.E.• que se
contrae al carácter sancionador o restrictivo de derechos
(STC 126/1987).

Por otro lado. un estudio de los períodos impositivos
revela que no hay retroactividad alguna en el acta levan­
tada con relación al año 1988. pues la STC 45/1989
precisó que dicho período impositivo habría de regularse
según la nueva legislación que se dictase. a lo que hay
que añadir que el cuestionado arto 15.3 de la Ley
20/1989 ninguna relación guarda con esta acta. Por
consiguiente. el análisis debe constreñirse a las actas
correspondientes a los años 1986 y 1987.

Pues bien. alega el Fiscal General del Estado que la
Ley 20/1989 en absoluto regula sanciones por incum­
plimientos fiscales: La remisión efectuada por el arto 15.3
de dicha Ley se refiere exclusivamente a las normas
de tributación. y las sanciones y recargos son los mismos
que existían en las disposiciones anteriores. que no resul­
taron afectadas por los preceptos declarados inconsti­
tucionales. Las sanciones. de hecho. ni siquiera están
reguladas en la Ley de renta sino en la Ley General
Tributaria y las normas de desarrollo de ésta.

La norma sancionadora existía con anterioridad a los
hechos inspeccionados: De existir algo no es retroac­
tividad. sino ultraactividad. pues lo que la Ley 20/1989
ha hecho es extender la actividad de las disposiciones
sancionadoras hacia el futuro después de que. según
se entiende. fueran excluidas del ordenamiento jurídico.
La cuestión reside en saber si se ha producido tal
exclusión.

A su juicio. la inconstitucionalidad declarada por la
STC 45/1989 residía en los supuestos en los que la
declaración conjunta implicase un incremento de la cuo­
ta a pagar; en aquellos otros en los que la declaración
conjunta no suponía perjuicio. sino beneficio. no había
inconstitucionalidad. Por consiguiente. no se ve clara la
nulidad de la declaración conjunta. esto es. el precepto
que la establecía no quedó expulsado del ordenamiento.

Así pues. la citada Sentencia deja incólume eII.R.P.F.•
por lo que una liquidación oorrespondiente a anualidades
anteriores será válida si se practica conforme a lo orde­
nado por la Sentencia. De ello se sigue que el arto 4.2
de la Ley no era inconstitucional para los supuestos en
los que la declaración conjunta no suponía incremento
para los contribuyentes. y ese es aquí el caso. La decla­
ración conjunta siempre le fue favorable al interesado.
como demuestra que la eligió para la anualidad de 1988.
en la que ya cabía la declaración individual. Por con­
siguiente. en nada le ha afectado la declaración de
inconstitucionalidad y no hay tampoco. pues. efectos
retroactivos. como tampoco son retroactivas las conse­
cuencias sancionadoras derivadas de sus omisiones.
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El carácter concreto de la cuestión de inconstitucio­
nalidad impide hablar de inconstitucionalidad en el modo
en que se liquidó el I.R.P.F., y el planteamiento de una
posible retroactividad queda extramuros de la cuestión
aquí planteada. Además, si se acepta la práctica de liqui­
daciones para períodos impositivos anteriores no pres­
critos, no cabe apartar las consecuencias sancionadoras
de esas nuevas liquidaciones. La Ley no introduce san­
ciones nuevas ni. mucho menos, un tratamiento inno­
vador y comparativamente desfavorable que autorice la
invocación del arto 9.3. C.E.

Por último, el Fiscal General del Estado puntualiza
que nuestro fallo en la repetidamente citada STC
45/1989 no fundamenta pretensión alguna de restitu­
ción. No se infiere de él que las autol.iquidaciones prac­
ticadas no administrativamente firmes no puedan ser
inspeccionadas y obtenidas todas las consecuencias
legales de los fraudes y evasiones fiscales comprobados.
Cualquier otra solución sería contraria a la exigencia
constitucional de contribuir al sostenimiento de las car­
gas públicas.

Por todo ello. el Fiscal General del Estado concluye
solicitando que se desestime la presente cuestión decla­
rando su inadmisibilidad por incumplir las condiciones
procesales dispuestas en el arto 35.2 LOTC y. en todo
caso. por no ser los preceptos cuestionados contrarios
a los principios de legalidad y retroactividad de las dis­
posiciones sancionadoras no favorables establecidas en
losarts. 25.1 y 9.3 C.E.

8. Se personó en el procedimiento. y formuló ale­
gaciones. como queda dicho, el Abogado del Estado.
quien comienza realizando unas precisiones iniciales
sobre el objeto y alcance de esta cuestión de incons­
titucionalidad. Señala que los preceptos cuestionados
se deben integrar.. por los que regulan las sanciones.
que no se encuentran en la Ley 20/1989. y por los
que establecen las normas de la propia Ley 20/1989
para determinar las liquidaciones complementarias.

Añade que en el procedimiento tributario el contri­
buyente optó por la declaración conjunta. tanto ante
la Inspección Tributaria cuanto en su declaración corres­
pondiente a 1988. Por consiguiente, no ha sido preciso.
para calcular su deuda tributaria, aplicar las normas tri­
butarias sustantivas de la Ley 20/1989: Sólo se han
aplicado los criterios y normas contenidos en los arts.
1 a 8 y 20 de dicha Ley, y de esos preceptos el único
que tiene trascendencia sobre el cálculo de la deuda
tributaria es el arto 4. que es favorable al contribuyente.

No hay. pues, vacío legal alguno: Las normas que
se han aplicado son, en cuanto a la determinación de
la cuota, las del antiguo impuesto. y sobre la cuota se
han aplicado las sanciones previstas en la Ley General
Tributaria en la redacción de 1985, no afectadas por
la STC 45/1989. En definitiva, al optar el contribuyente
por la tributación conjunta le son de aplicación las nor~

mas anteriores. que sólo fueron anuladas por este Tri- .
bunal en cuanto fuesen de aplicación necesaria. No hay.
pues, retroactividad alguna, pues no era necesario para
el proceso a qua la aplicación de la Ley 20/1989.

Es irrelevante, dice el Abogado del Estado, que el
recurrente discuta la eficacia de su propia opción, y tam­
bién lo es que no aparezca la firma de su cónyuge. pues
habría bastado la solicitud de la misma para que se apli­
case la tributación individual. Todo ello le hace dudar
de que se cumplan las condiciones exigidas para el plan­
teamiento de la cuestión de inconstitucionalidad en cuan­
to atañe al juicio de relevancia. Pero, además. cuando
el contribuyente ha optado por la tributación conjunta.
la aplicación de los arts. 15.3, 17 y 19 ahora cuestio-

nados no comporta retroactividad alguna en materia de
sanciones, pues la deuda tributaria se determina con­
forme a las normas anteriores.

Tampoco cree que haya inconstitucionalidad en los
preceptos cuestionados. En primer lugar, el tipo de
las infracciones no ha sido en nada modificado por la
Ley 20/1989. Los preceptos que regulaban el tipo. ante­
riores a esta Ley. Se encontraban vigentes cuando se
realizó la conducta.del contribuyente. que fue antijurídica
antes de la STC 45/1989 y de la Ley 20/1989. y que
lo siguió siendo después.

En cuanto a las sanciones, la cuantificación de las
mismas tampoco ha variado: Se encontraba en vigor
al realizarse la conducta antijurídica y sigue subsistiendo
después de la modificacíón'legal. Lo único que ha variado
es la forma de cálculo del montante de la sanción, ya
que ésta se establece sobre la base de la deuda, y la
cuantía de ésta puede variar por aplicación de la Ley
20/1989. Pero tampoco este elemento de la sanción
varía el tipo ni los demás conceptos de la deuda.

El elemento de retroactividad que se incorpora no
sólo es mínimo, sino que ni siquiera existe auténtica
retroactividad. El Auto que promueve la cuestión la sus­
tenta en el vado legal producido por la STC 45/1989.
luego llenado por las normas de la Ley 20/1989. De
la STC 45/1989 no se extrae la inexistencia de un régi­
men legal aplicable: Lo único que se dice es que" los
preceptos allí enjuiciados no pueden aplicarse al ejercicio
de 1988. pero sólo esos preceptos. no la totalidad del
régimen legal del impuesto. Por consiguiente, no con­
curre inexistencia del régimen. legal aplicable, y el
impuesto se devengó realmente y con título legal. En
definitiva. la Ley 20/1989 no contiene innovaciones y,
por ello. no hay retroactividad.

Por lo demás. aunque se considere que existen ele­
mentos de retroactividad. no hay infracción constitucio­
nal alguna. Tal retroactividad sería constitucionalmente

. lícita, y la propia Sala promotora de la cuestión no la
discute. Ello se deduce de la STC 126/1987. cuya doc­
trina conduce a la declaración de constitucionalidad .de
los preceptos impugnados. La justificación de la norma
es la adaptación del impuesto a la doctrina de la STC
45/1989, y no hay sorpresa ni arbitrariedad para los
contribuyentes. Además. la Ley 20/1989 no altera los
elementos esenciales del tributo, por lo que no se vulnera
el principio de protección de la confianza. El tipo de
la sanción permanece inalterado y también, por tanto,
la antijuridicidad de la conducta ilícita. Al recaer la posible
retroactividad. de la Ley sobre un aspecto concreto del
cálculo de la deuda no existe sorpresa posible ni sos­
pecha de arbitrariedad del legislador en relación con
el contribuyente infractor, que es en todo momento cono­
cedor de su condición de tal.

Por otro lado, la eventual retroactividad de la Ley
20/1989 tiene un resultado favorable para el contri­
buyente infractor. Es generalmente admitida la legitimi­
dad de las disposiciones sancionadoras favorables y
retroactivas. Ese es precisamente el caso: La aplicación
de la Ley a los períodos anteriores a 1988, si se opta
por la tributación individual. supone necesariamente una
reducción de la deuda tributaria. La sanción se aplica
sobre esa deuda menor y será asimismo, por lo tanto.
menor. La aplicación de la Ley 20/1989 determina, pues,
una sanción de cuantía inferior.

Por todo ello. concluye solicitando que se dicte Sen­
tencia por la que se declare que los preceptos cues­
tionados son conformes con la Constitución.

9. Por providencia de 25 de febrero de 1997. se
señaló para la deliberación y fallo de la presente cuestión
el día 27 del mismo mes.
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11. Fundamentos jurídicos

1. La cuestión de inconstitucionalidad'que plantea el
Auto de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri­
bunal' Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana
se 'refiere a los arts: 15.3. 17 Y 19 de la Ley 20/1989.
de 28 de julio. de adaptación de los I~'puestos sobr~
la Renta y el Patrimonio de las Personas. FISIC~. que admI­
ten la imposición de sancion~,s por dejar de ,lngres?r las
cantidades debidas en relaclon con los penados Impo­
sitivos anteriores a 1988. porque entiende que pueden
vulnerar los arts. 9.3 y 25 de la Constitución.

Procede antes de entrar en dicha cuestión resolver
las objeciones sobre la admisibilidad de la cue:>tió~ ~or­
muladas por el Fiscal General del Estado e. Impliclta­
mente. por el Abogado del Estado. En co~creto. el ~iscal
General señala que ni la Sala de Valencia ha explicado
por qué las normas cuya c~nstitucionalida~ ~epru.eba
son determinantes del fallo ni los actos administrativos
recurridos mencionaban los preceptos ahora cuestiona­
dos. Tampoco existe en su opinió~ una relación di~e~!a­
y lógica entre los preceptos cuestionados y la declslon
que haya de adoptarse. En consecuencia. no se habría
cumplido cOn el reql;lisito. I?revisto en .e~,art. 35.2 LOTC.
de justificar en que medida la declslon d~l proceso
depende de la validez de la ~orma .e,n cuestión. por lo
que. procedería declarar su Inadmlslón. ahora deses­
timación.

Cierto es que el Auto de planteamiento no exterioriza
formalmente el juicio de relevancia. pero de tal dato
no puede deducirse el efecto pretendido. En el primero
de sus fundamentos de Derecho relata los hechos que
constituyen la premisa del recurso conte':lcioso-adminis­
trativo y en el quinto expone el contenido de los pre­
ceptos cuestionados. La interpretación conjunta de
ambos fundamentos permite concluir que el órgano pro­
ponente ha considerado que los preceptos ~obre cuya
constitucionalidad alberga dudas son determinantes del
fallo que deba dictar.

No es tampoco determinante a estos efe.ctos que los
actos administrativos impugnados no mencionen expre­
samente los preceptos ahora .cuestio~ados. La invoca­
ción expresa en las actas. de Inspeccló~ del arto 79. ,a)
de la Ley General Tributarla (L.G.T.) segun la redacclon
de la Ley 10/1985. y la falta de toda mención de los
preceptos de la Ley 20/1989 puede explicar~e por la
relación existente entre ambos bloques normativos. Los
preceptos ahora cuestionados se limitan a prever gené­
ricamente la imposición de sanciones tras la entrada
en vigor de esta última Ley en relación .c<;l~ los períodos
impositivos anteriores a 1988; pero no tlplf!can las infrac­
ciones ni determinan las sanciones. funCión encomen­
dada en nuestro ordenamiento a la L.G.T. Por lo tanto,
la cita expresa en las actas inspectoras del menciona­
do .art. 79 a) de la L.G.T. presupone. lógicamente. la
aplicación de los preceptos del Capítulo Tercero de la
Ley 20/1989. entre los que se encuentran los ah<;lra
cuestionados. La aplicación por las actas de la InspeCCión
de los citados artículos de la Ley 20/1989 puede dedu­
cirse sin excesivas dificultades contrastando la fecha en
que se extienden las actas y lo~ períodos impositivos
a que se refieren.

En cuanto a la relación entre los artículos cuestio­
nados y la decisión que deba adoptarse en el proceso
a qua hay que convenir con lo alegado por el Fiscal
General del Estado cuando pone de manifiesto la falta
de una relación directa y lógica entre lo que haya de
resolverse y los arts. 17 y 19 de la Ley 20/~ ~~9. El
17 se refiere literalmente a <<las actuacIOnes iniCiadas
por la Inspección de los Tributos con posterioridad al
2 de marzo de 1989. en relación con los sujetos pasivos
que no presentaron declaración ni autoliquidación del

Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas o el
Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio de las Per­
sonas Físicas correspondientes al período impositivo
1987 o anteriores no prescritos)); pero tanto las actas
de la Inspección como el fundamento jurídico 1.° del
Auto de planteamiento de la cuestión señalan que el
sujeto pasivo y su esposa presentaron enel plazo regla­
mentario las correspondientes liquidaciones. lo que
excluye.la aplicabilidad enel caso controvertid~del men-'
cionado arto 17. A su vez. el art. 19 de la citada Ley
20/1989 regula las nuevas liquidaciones que se prac­
tiquen a consecuencia de la anulación de los procedi­
mientos recaudatorios en curso; pero ni del contenido
de los actos de la Inspección. ni del relato de los hechos
incluido en el Auto de planteamiento. puede deducirse
que concurran los presupuestos exigidos para la apli­
cación del mencionado precepto.

Sí debe en cambio 'admitirse la relevancia del art.
15.3 para la decisión del proceso a qua. La liquidación
impugnada en la vía contencioso-administratiya entra en
las previsiones de dicho precepto y no se adVierten razo­
nes suficientes que impidan su aplicación al caso enjui­
ciado. Podría discutirse si sería aplicable el apartado ter­
cero del art. 15 o alguno de los apartados sucesivos;
pero, puesto que la selección de la norma que estima
de aplicación al caso. por imperativo del arto 117.3 C.E.
corresponde al órgano judicial proponente de la cuestión,
debe considerarse que optó por el párrafo 3.° del Citado
arto 15 y éste debe ser el objeto de nuestra decisióJ;J.

2. Dicho arto 15.3 de la Ley 20/1989. que forma
parte del Capítulo Tercero sobre régimen transitorio ~e

los períodos impositivos anteriores a 198!3. ~ispone: «Sin
perjuicio de lo previsto en los apartados slgu.lentes. cuan­
do la Administración Tributaria revise actos firmes o prac­
tique cualquier tipo de liquidaci.ón con posteriorida~ al
2 de marzo de 1989. en relaCión con las autoliqUlda­
ciones o liquidaciones citadas. las deudas tributarias
pagadas. determinadas o liquidadas inicialmente tendrán
la consideración de mínimas a efectos del Impuesto

'sobre la Renta de las Personas Físicas o del Impuesto
Extraordinario sobre el Patrimonio de las Personas Físi-
cas. practicándose exclusivamente la~ liquidaciones
complementarias que puedan proceder. inclUidas. en su
caso. sanciones o intereses de demora. según las reglas
y criterios de tributación establecidos en' los Capítulos
anteriores de la presente Ley. A estos efectos las deudas
tributarias satisfechas o adeudadas conjuntamente por
los sujetos pasivos componentes de una unidad familiar
se prorratearán entre ellos. según las rentas o patrimonio
correspondientes a cada uno)).

La cuestión de inconstitucionalidad no se promueve
respecto de la totalidad del precepto transcrito. I?e la
argumentación expuesta en el Auto de pla~tea~T1Iento
y de la identificación de los preceptos constitucionales
que se consideran vulnerados se desprende que se sus­
cita únicamente respecto del inciso que permite en ,su
caso incluir sanciones en las liquidaciones complemen­
tarias que puedan proceder. Por otra part~. las liq~id.a­
ciones impugnadas en el recurso contencloso-admlnlS­
trativo corresponden a los períodos impositivos de 1986.
1987 y 1988. pero el arto 15.3 de la citada Ley 20/1989.
sólo puede ser aplicado a los ejercicios de 1986 y 1987.
pues el 1988 se rige por el Capítulo Primero. como cla­
ramente resulta de la inserción sistemática de aquéllos
en el Capítulo Tercero y de su tenor literal.

3. Según el Auto de planteamiento de la cuestión.
la STC 45/1989 produjo una laguna legal. un vacío nor­
mativo que impide practicar la liquidación al haber decla­
rado inconstitucionales determinados preceptos de la
Ley reguladora del impuesto. lo que a ~u ve~ no perlT!itiría
imponer sanciones. En consecuencia. SI se aplicara
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retroactivamente el nuevo sistema, regulado por la Ley
20/1989, se estaría vulnerando el principio de irretrqae­
tividad en materiasanciona'dora.

Esa alegación de vacío normativo nos lleva a comen­
zar negando que un tal vacío se haya producido. La
STC 45/1989, al declarar la inconstitucionalidad de
diversos preceptos de la Ley 44/1978, reguladores de
la tributación conjunta en el I.R.P.F., no produjo una ,<la­
guna legal>, que impidiese liquidar la deuda tributaria
de las unidades familiares en los ejercicios anteriores
a 1988.

Dicha Sentencia, al declarar la inconstitucionalidad
y nulidad de diversos preceptos de la Ley 44/1978 (los
arts. 7.3, 31.2 y 34.6) y sólo la inconstitucionalidad de
otros [los arts. 4.2 y 24 b), este último en la redacción
anterior a la Ley 37/1988)], pretendió justamente evitar
que se produjese este vacío, aunque en el fundamento
jurídico 11, precisando el alcance de dicha declaración
de inconstitucionalidad, afirmaba que dichos preceptos
«formaban parte de un sistema legal cuya plena aco­
modación a la Constitución no puede alcanzarse median­
te la sola anulación de aquellas reglas, pues la sanción
de nulidad, como medida estrictamente negativa, es
manifiestamente incapaz para reordenar el régimen del
Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas en tér­
minos compatibles con la Constitución», y que «la infrac­
ción del principio constitucional de igualdad no podría
ser. reparada, en este caso, mediante la púra y simple
extensión a los contribuyentes integrados en unidades
familiares del régimen legal establecido para la tribu­
tación de quienes no lo están».

Pero de tales afirmaciones no es posible inferir que
se hubiese producido el alegado vacío normativo que
ya no permitiera practicar las liquidaciones del I.R.P.F.
por los ejercicios 1986 y 1987. Nada de esto se expresa
en el citado fundamento jurídico 11, que, como seña­
lábamos en la STC 146/1994 (fundamento jurídico 1.°),
se limita a afirmar la imposibilidad de aplicar al ejercicio
1988, y no a otros, los preceptos cuya inconstitucio­
nalidad declaraba. Las afirmaciones transcritas, de las
que el órgano proponente pretende derivar la existencia
de una laguna legal. estaban referidas únicamente a la
futura ordenac:ióndell.RY.F., y tel1íaQ c()mo fin Elvitar
que de la declaración de inconstitucionalidad de unos
preceptos que formaban parte de un sistema cerrado
y articulado -«trabado», decíamos en la STC 45/1989­
resultara un régimen del impuesto distinto al pretendido
por quien tiene la correspondiente potestad. Por ello
advertíamos que, una vez expulsados del ordenamiento
determinados preceptos de la Ley reguladora del I.R.P.F.
integrados en su sistema, la reordenación del mismo
no correspondía a este Tribunal sino al legislador, aquien,
efectivamente, cumplía «llevar a cabo las modificaciones
o adaptaciones pertinentes en el régimen legal del
impuesto, sirviéndose' para ello de sU'propia libertad de
configuración normativa», que «no puede ser ni desco­
nocida ni sustituida por este Tribunal Constitucional»,
al que «sólo le corresponde apreciar la conformidad o
disconformidad con la Constitución de los preceptos·
enjuiciados». Y es la Ley 20/1989 la que da cumpli­
miento a dichos pronunciamientos. estableciendo el nue­
vo sistema aplicable al ejercicio de 1988 y en el futuro.

En los ejercicios anteriores a 1988, aún vigente el
sistema objeto luego de la STC 45/1989 con todos los
derechos y obligaciones derivados del mismo, ningún
obstáculo existía a la presentación y liquidación de las
declaraciones y, en relación con ello, nada impedía que
pudieran cometerse infracciones en el cumplimiento de
obligaciones tributarias. se omitiese la presentación de
declaraciones, se dejara de abonar la totalidad o parte
de la cuota autoliquidada, se omitiesen partidas de ingre­
sos, etc.. y se aplicasen en consecuencia las sanciones

correspondientes. Es sólo al ejercicio de 1988 al que
expresamente se refiere el fundamento jurídico 11 de
la STC 45/1989 cuando dice que la ilegitimidad cons­
titucional de los preceptos enjuiciados «hace jurídica­
mente imposible su aplicación al ejercicio de 1988, pues­
to que el impuesto a él correspondiente, aunque ya
devengado, no puede ser liquidado y exigido de acuerdo
con preceptos contrarios a la Constitución» y cuya expul­
sión del ordenamiento sólo pudo producirse a partir del
momento de la publicación de la Sentencia en el «Boletín
Oficial del Estado».

La denominada «laguna parcial» no se refiere a la
existencia de la deuda tributaria ni, en su caso, a la
de la infracción. y la sanción, sino sólo a la ausencia
temporal de reglas con' las que determinar la cuantía
concreta de aquélla; Mas, esa transitoria imposibilidad
de fijación de la cuantía de la deuda (y, por tanto de
la sanción) desapareció cuando, de acuerdo con nuestra
Sentencia, se promulgó la Ley aquí cuestionada. No hay,
pues, laguna punitiva alguna, al existir predeterminación
legal tanto respecto de la infracción como de la sanción.

Un diferente entendimiento de los efectos de nuestra
STC 45/1989, así como de la pretendida existencia de
una laguna legal. en la regulación del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Físicas, conduciría a resultados
incompatíbles con las exigencias del deber general de
contribuir al sostenimiento de los gastos públicos
mediante un sistema tributario justo.consagrado en el
arto 31.1 de la Constitución. Y ello, no sólo por la impu­
nidad de comportamientos atentatorios al interés cons­
titucionalmente tutelado de la Hacienda Pública, sino
también porque vendría' a hacer de mejor condición a
quienes incumplieron sus obligaciones fiscales respecto
de aquellos contribuyentes respetuosos y cumplidores
de sus deberes para con la Hacienda Pública.

4. La Ley 20/1989. que adapta la normativa del
Impuesto a lo resuelto por la STC 45/1989, cumple
también con la necesidad determinada por.ésta de llevar
a cabo las modificaciones o adaptaciones en el régimen
legal para «posibilitar la declaración de los hechosimpo­
nibles correspondientes a 1988 que ha tenido que ser
aplazada» (así lo dice su Exposición de Motivos) y el
arto 1 la declara en consecuencia aplicable «a·-tos perío­
dos impositivos comprendidos entre el 1 de enero de
1988 y el 31 de diciembre de 1989». Pero, además,
como también señala la Exposición de Motivos, «igual­
mente resulta necesario regular los criterios aplicables
en el desarrollo y resolución de los procedimientos rela­
cionados con períodos impositivos anteriores no pres­
critos» para lo cual el Capítulo Tercero articula el que
denomina Régimen Transitorio de los períodos imposi­
tivos anteriores a 1988~ es decir, los ejercicios en los
que, como hemos dicho. no existía ningún tipo de vacío
legal por hallarse en vigor los preceptos más tarde decla­
rados inconstitucionales. Se refiere a aquellos supuestos
en los que por cualquiercircunstancia (y no precisamente
la de carencia de normativa aplicable) no hubiesen tenido
lugar o se hubiesen interrumpidociertas actuaciones de
la Administrácion tributaria que por ello hubieran de prac­
ticarse después y a las cuales se aplica la normativa
articulada por la propia Ley. con los efectos del sistema
de opción por la declaración conjunta o separada a las
liquidaciones que tengan lugar ahora. Supuestos que
están contemplados en los arts. 15 (revision de actos
firmes o liquidaciones que se practiquen después de 2
de marzo de 1989. actuaciones de comprobación o
investigación), 16 (resolución de expedientes en trami­
tación), y 17 (actuaciones inspectoras respecto de suje­
tos que no declararon). Supuestos en los cuales los
preceptos citados prescriben que se impondrán las san­
ciones correspondientes.
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5. Es evidente que la Ley 20/1989 puede tener
efectos retroactivos en cuanto la nueva normativa del
impuesto que ella articula cumpliendo la Sentencia de
este Tribunal habrá de aplicarse a ciertos hechos acae­
cidos durante la vigencia de la Ley anterior. Y así, el
art. 15.3 dispone que la práctica de liquidaciones como
plementarias relativas a ejercicios anteriores a 1988 ten­
gan lugar «según las reglas y criterios de tributación
establecidos en los capítulos anteriores de la presente
Ley». .

Con todo, debe tenerse presente que la retroactividad
del arto 15.3 de la citada Ley no se refiere a la tipificación
de una infracción tributaria ni tampoco a su sanción,
de suerte que lo aplicable no serán unas nuevas normas
sancionadoras sino los preceptos correspondientes de
la Ley General Tributaria que previamente las esta­
blecían.

En efecto, aquella Ley no ha significado fomialmente
innovación alguna del tipo de la infracción definido en
el artículo 79 a) L.G.T. en la redacción dada por la Ley
10/1985 y que consiste en dejar de ingresar la totalidad
o una parte de la deuda tributaria dentro de los plazos
reglamentariamente señalados. Lo. mismo cabe afirmar
respecto de las sanciones correspondientes a las infrac­
ciones graves que, de acuerdo con el arto 87.1 L.G.T.
(versión Ley 10/1985). debían ser sancionadas «con
multa pecuniaria proporcional del medio al triplol) de
la cuota defraudada.

En el caso que ha suscitado la cuestión de incons­
titucionalidad que se nos plantea, la integración del tipo
infractor que describe el art. 79 a) L.G.T. y de las san­
ciones definidas en el arto 87.1 del mismo texto legal
debe hacerse a través de las normas reguladoras del
I.R.P.F. en los ejercicios 1986 y 1987. Y es evidente
que tales normas, entre las que hay que incluir la Ley
2~/19.8.9, en virtud d~ su arto 15:3. en tanto que integran
diSpOSICiones de caracter sancionador, deben también
respetar las garantías establecidas en los arts. 9.3 y
25 C.E.; en particular, el principio general de irretroac­
tividad in peius de las normas sancionadoras.

Pues bien, no cabe la menor duda de que cuando
el arto 15.3 de la Ley 20/1989 establece que en los ejer­
cicios anteriores a 1988 se podrán practicar las liquida-.
ciones complementarias que procedan. incluidas, en su
caso, las sanciones o intereses de demora, «según las
reglas y criterios de tributación establecidos» en la propia
Ley, está admitiendo la aplicación retroactiva de una dis­
posición que, al constituir el complemento indispensable
de las normas sancionadoras. como acabamos de señalar,
participa también de este carácter a los efectos consti­
tucionales. En efecto. la aplicación de la Ley 20/1989
a períodos impositivos anteriores a su entrada en vigor
no incide en el tipo infractor descrito en el arto 79 a)
L.G.T., dado que éste, a diferencia de lo que sucede con
el delito de defraudación tributaria, se perfecciona con
el mero dejar de ingresar todo o parte de la deuda tri­
butaria, mediante la falta de presentación de la declaración
o la presentación de la misma con om.isiones o falsedades.
Distinta debe ser la conclusión, sin embargo, para las san­
ciones que establece el arto 87 L.G.T., que. cuantificadas
en función de la cuota tributaria dejada de ingresar, se
ven modificadas en el quantum por una decisión del legis­
lativo -la Ley 20/1989- posterior al momento del com­
portamiento ilícito, circunstancia ésta que puede afectar
de .modo significativo a la seguridad jurídica de los even­
t.uales sujetos infract.ores y, por tanto, al principio da lega­
lidad penal establecido en el arto 25 de la Constitución,
que «implica también la predeterminación de las penas»
(STC 36/1991. fundamento jurídico 8.°), y a la prohibi­
ción de retroactividad de las normas sancionadoras del
arto 9.3 C.E., que garantiza al ciudadano «que no será

sorprendido a posteriori con una calificación de delito
Ó con una pena no prevista o más grave que la señalada
al tiempo del hecho ilícito» (STC 21/1993, fundamento
jurídico 5.°).

Constatado. pues, el efecto retroactivo de la norma
legal cuestionada, procede examinar ahora si dicha
retroactividad es o no contraria a la Constitución.

6. Como veníamos diciendo, es. evidente que el
arto 15.3 de la Ley 20/1989, en tanto norma que integra
otra de carácter sancionador (concretamente, el arto 87.1
L.G.T., que determina la sanción aplicable a las infrac­
cione.s graves tipific~das en el arto 79 a) L.G.T.), supone
I~ aplicaCión retroactiva de una norma de dicho carácter;
sm embargo, no por ello vulnera los artículos 9.3 y 25
de la Constitución. .

En efecto. según hemos dicho en constante jurispru­
dencia, la estricta prohibición de retroactividad que esta·
blecen tales preceptos está referida únicamente «a la
retroactividad en perjuicio del reo, dado que aquélla ha
de ceder allí donde, en lugar de cumplirse el fin per­
seguido por la irretroactividad -protección del autor fren­
te a las penas sobrevenidas-, se produciría un perjuicio
para el sujeto» (STC 21/1993, fundamento jurídico 5.°;
también, SSTC 8/1981, 21/1993 y 177/1994, entre
otras); precisamente por este motivo, el arto 2 del Código
Penal aprobado por Ley Orgáníca 10/1995, de 23 de
noviembre. al igual que hacía el arto 24 del anterior.
tr.as Qarantizar ~n su apartado 1.° que no .será castigado
nmgun delito ni falta con pena que no se halle prevista
por Ley anterior a su perpetración, establece en su apar­
tado 2.° que tendrán efecto retroactivo aquellas leyes
penales que favorezcan al reo, previsión ésta que, para
el ámbito..administrativo sancionador, recoge también
expresamente el arto 128.2 de la Ley 30/1992. de 26
de noviembre. de Régimen Jurídico de las Administra­
cionesPúblicas y del Procedimiento Administrativo
Común.

Pues bien, con ocasión de un pronunciamiento anterior
sobre el arto 15.3 de la Ley 20/1989 (aunque en relación
a una cuestión distinta), ya señalamos en nuestra STC
146/1994 que «las nuevas reglas de tributación de los
sujetos integrados en unidades familiares, incorporadas
por la Ley 20/1989, son, por regla general. más favorables
a los sujetos pasivos» [fundamento jurídico 7.° A)]; y, desde
luego -debemos añadir ahora-, como apuntan el Fiscal
General del Estado y el Abogado del Estado, la aplicación
de dicha Ley a los ejercicios anteriores a 1988, si se
opta por la tributación individual (alternativa que en todo
caso ofrece el arto 2 de la Ley 20/1989). debe suponer
una re;d.u.cción de la deuda tributaria a pagar, esto es,
en definItiva, de la cuota eventualmente dejada de ingresar
en los citados períodos impositivos y, por ende,' de la san­
ción que pudiera resultar aplicable a la conducta infractora
definida en el lilrt. 79 a) L.G.T. Determinando la Ley
20/1,989 una sanción de cuantía inferior a la qúe corres­
pondla antes de su entrada en vigor, hay que concluir
necesariamente que su aplicación retroactiva-retroacción
in bonus- no vulnera los arts. 9.3 y 25 C.E. Siendo este
el efecto general de la Ley 20/1989, aun admitiendo
en hipótesis que de su aplicación pudiera derivarse en
algún caso (ql:le '.1~ se nos alcanza) en el ámbito punitivo
un efecto perjudiCial para los obligados tributarios, tam­
poco cabría. declarar la inconstitucionalidad de la citada
norma particularmente teniendo en cuenta que en tales
supuestos sería suficiente con aplicar la norma de resul­
tado más favorable al determinar la sanción para respetar
el arto 9.3 C.L que prohíbe la aplicpción de «una ley des­
favorable a hechos ocurridos con anterioridad a su entrada
en vigon> (STC 21/1993).
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FALLO

. En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional. POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA.

Ha decidido

Desestimar la cuestión de inconstitucionalidad.

Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial del
Estado)).

~

Dada en Madrid, a veintisiete de febrero de mil nove­
cientos noventa y siete.-Alvaro Rodríguez' Bereijo.-José
Gabaldón López.-Fernando García-Mon y González­
Regueral.-Rafael de Mendizábal Allende.-Julio Diego
González Campos.-Pedro .Cruz Villalón.-Carles Viver
Pi-Sunyer.-Enrique Ruiz Vadillo.-Manuel Jiménez de
Parga y Cabrera.-Tomás S. Vives Antón.-Pablo García
Manzano.-Firmado y rubricado.

6817 Sala Primera. Sentencia 39/1997, de 27
de febrero de 1997. Recurso de ampa­
ro 1.622/1995. Contra Acuerdo sancionador
de la Junta de Régimen y Administración del
centro penitenciario de cumplimiento "Puerto
de Santa María In, recaído en expediente san­
cionador, contra Autos del Juzgado de Vigi­
lancia Penitenciaria de El Puerto de Santa
María. Vulneración del derecho a la tutela judi­
cial efectiva (incongruencia omisiva) ya la uti-

./ización de los medios de prueba pertinentes.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional. compues­
ta por don Alvaro Rodríguez Bereijo, Presidente; don
Vicente Gimeno Sendra, don Pedro Cruz Villalón, don
Enrique Ruiz Vadillo, don Manuel Jiménez de Parga y
Cabrera y don Pablo García Manzano, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 1.622/95, promovido
por don Agustín Morote Cegarra, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña María Dolores de
la Rubia Ruíz y bajo la dirección letrada de don Lorenzo
Martínez-Fresneda Barrera, contra el Acuerdo sanciona­
dor de la Junta de Régimen y Administración oel. centro
penitenciario de cumplimiento "Puerto de Santa María
1)), de 10 de noviembre de 1994, recaído en el expediente
sancionador núm. 633/1994, contra los Autos del Juz­
gado de Vigilancia Penitenciaria de El Puerto de Santa
María, de 9 de enero y 13 de febrero de 1995. Han
comparecido el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado.
Ha sido Ponente el Magistrado don Pedro Cruz VillaIón,
quien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Mediante escrito de 24 de abril de 1995 y con
fecha de entrada en el Registro General de este Tribunal
de 5 de marzo de 1995, don Agustín Morote Cegarra
solicitaba el beneficio de justicia gratuita para formalizar
demanda de amparo contra las resoluciones a las que
se ha hecho mención en el encabezamiento.

2. Designados por el turno de oficio, tras la nece­
saria tramitación, Procurador y Letrado para la repre­
sentación y defensa del recurrente, se formuló demanda
de amparo, que fue presentada en este Tribunal el 14
de julio de ·1995. A la luz de la demanda de amparo
y de las actuaciones remitidas cabe reseñar como rele­
vantes los siguientes hechos:

a) A consecuencia de un parte de los funcionarios
del centro penitenciario de Puerto L se incoa contra el
recurrente expediente sancionador núm. 633/1994. El
25 de octubre de 1994 se le notifica pliego de cargos,
en el que se le imputan los siguientes hechos: "El día 29
de agosto de 1994, a las siete cincuenta horas, cuando
se le avisó que se preparara para salir en conducción,
se negó rotundamente a ello y no quiso levantarse de
la cama, teniendo que ser cogido por varios funcionarios
hasta entregarlo a la Guardia Civil)), haciendo constar
que tales hechos podían ser constitutivos de una falta
de resistencia activa al cumplimiento de órdenes, reca­
gidaen el arto 108, d), R.P.

b) Según las actuaciones remitidas, el recurrente
no presentó escrito de contestación al pliego de cargos,
sí estando presente en la reunión de la Junta de Régimen
y Administración que se celebró el 10 de noviembre
de 1994. En el acta de dicha reunión, difícilmente legible,
firmada por el interno, se hace constar que éste mani­
fiesta "Que estaba en huelga de hambre y se encontraba
muy mal, es verdad que doce horas antes le había \listo
el médico, pero' que volvió a solicitarlo. ¿.....? en este
momento alegaciones por escrito y solicita que se oiga
a don Ángel. amén de otras pruebas que se especifican.
Que desea que no se retrase el Acuerdo, aunque no
comparezca el Letrado)).

c) El mismo día recae Acuerdo sancionador en el
que se califican los hechos como una falta grave del
arto 108, d) Y se castigan con cuatro fines dé semana
de aislamiento [111, b) RP.]. Asimismo, se hace constar
que la propuesta, consistente en el tesJimonio del fun­
cionario al que se identificó} como "don Angeh>, se deses­
tima porque dicho don Angel no estaba de servicio.

d) Contra dicho Acuerdo el sancionado interpuso
recurso ante el Juzgado de Vigilancia Penitenciaria. En
él denuncia que,no se practicó la prueba solicitada con­
sistente en el informe médico de 29 de agosto de 1994,
existente en el centro penitenciario de Málaga, en el
que consta que fue objeto de malos tratos el día de
los hechos, ni tampoco la prueba consistente en que
el médico forense informara, una vez examinaQo el expe­
diente médico del interno, sobre las posibilidaaes reales
de resistencia activa y de que realmente se encontrase
mal el día de los hechos, dado que llevaba treinta días
en huelga de hambre. No constando, además, en el
Acuerdo sancionador referencia alguna de la desesti­
mación de tales pruebas, en contra de lo establecido
en el arto 130.2 R.P.

También pone de manifiesto la prescripción de la fal­
ta, de acuerdo con lo previsto en el arto 125 R.P., por
haber estado paralizado el procedimiento más de dos
meses.

Asimismo, denuncia el recurrente el incumplimiento
de lo dispuesto en el arto 45 L.O.G.P., según el cual.'
la utilización de la fuerza física por parte de los fun­
cionarios del centro obliga a poner los hechos inme­
diatamente en conocimiento del Juez, exigencia que no
se cumplió en el presente caso. La aplicación de fuerza
física sobre el interno quedaría probada por el informe
médico existente en el centro penitenciario de Málaga.
Por último, se queja el recurrente de que no se le permitió
el acceso al material probatorio de cargo, ni se le avisó
del lugar y hora en que iban a ser practicadas las pruebas


